
ETICA FISCAL: PRINCIPIOS Y ASPECTOS PRACTICOS (*)

Los impuestosse destinan a cubrir los costes de los servicios públicos, a prestaciones
sociales y para llevar a cabo acciones estatales de tipo económicosocial (subvenciones,
mantenimiento de precios políticos, inversiones públicas, intereses de la deuda pública, etc.).
Parte de estos impuestos son directos, es decir, cargan directamente sobre los ingresos y la
propiedad de los individuos, o sobre los beneficios de las sociedades. Otros impuestos son
indirectos, por cuanto gravan a los productos, ya sea en cada operación del proceso económico
transformativo, productivo o distributivo (impuesto sobre el valor añadido) o de algún otro
modo (aduanas, impuestos de lujo, impuestos especiales, etc.)

El derecho del Estado a recaudar impuestos destinados a cubrir los costes
indivisibles de los servicios públicos, para llevar a cabo acciones de política y aun para
regular la actividad económica, encuentra su justificación y sus límites en los dos principios
fundamentales de la ética social: el principio de solidaridad y el principio de subsidiariedad.

El principio de solidaridad como fundamento de la ética fiscal

El principio de solidaridad establece que cada hombre debe contribuir con sus
semejantes al bien común, a todos los niveles. 

El Estado, en tanto que encargado de proteger y velar por el bien común, tiene la
facultad de exigir a los ciudadanos los recursos económicos necesarios para ello. En
consecuencia, el derecho del Estado a recaudar impuestos se justifica en la medida en que sus
acciones, tanto políticas como económicas, estén orientadas a realizar el bien común. Pero este
derecho no es ilimitado, pues el Estado tiene la obligación de no repartir entre los ciudadanos
más cargas que las necesarias,  y de modo proporcionado a los recursos de cada uno.
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La empresa económica, como entidad intermedia que es, debe aportar al bien común lo
que esté dentro de sus posibilidades determinadas por su especificidad y capacidad. De una parte,
actuando de acuerdo con sus fines intrínsecos de proporcionar bienes y servicios auténticamente
útiles a la sociedad, contribuir al desarrollo personal de los componentes de la misma, crear
riqueza y lograr continuidad. Pero, la empresa, en la medida en que genera riqueza, puede y debe
aportar también al bien común material de la sociedad, en la cual está inmersa y a la cual necesita
para su misma subsistencia, una parte de los recursos económicos generados. Esto se lleva a cabo
directamente por la empresa a través de donaciones y mecenazgos del Estado a través de
los impuestos.

Principio de subsidiariedad 

El principio de solidaridad se conjuga con el principio de subsidiariedad para
precisar el alcance del bien común y, consecuentemente, delimita el derecho de los poderes
públicos a recaudar impuestos.

En virtud del principio de subsidiariedad, ni el Estado ni sociedad alguna deben
sustituir la iniciativa y la responsabilidad de las personas y de los grupos sociales
intermedios en los niveles en los que éstos puedan actuar, ni destruir el espacio necesario
para la libertad.Este principio exige, pues, que el Estado no asuma más servicios públicos
que los estrictamente necesarios, y sólo en la medida en que no puedan ser cubiertos por la
iniciativa social.

Por respeto a la dignidad humana y a su libertad, no se puede quitar a los individuos
y traspasar al poder público lo que aquéllos pueden realizar por su iniciativa y esfuerzo. Sin
embargo, aún hoy, no todas las actividades que toma sobre sí el Estado pertenecen al ámbito
de su competencia; muchas de ellas podrían y deberían ser realizadas por ciudadanos,
personal o asociativamente, mediante recursos propios o mediante subvenciones adecuadas, y
tal posibilidad es, a menudo, despreciada.

A partir de la segunda guerra mundial, el Estado ha asumido una multitud de
funciones con el objetivo teórico de atender adecuadamente muchas necesidades sociales
(sanidad, educación, previsión, comunicaciones...) y para evitar muchas formas de miseria y
abandono indignas de la persona humana. No cabe duda de la nobleza de este fin. Sin
embargo, no han faltado excesos y abusos que han provocado duras críticas al estado del
bienestar.

Los servicios sociales proporcionados por el Estado, al tiempo que facilitan el
acceso de todos los ciudadanos a servicios básicos, pueden limitar seriamente la libertad de
las personas y de las familias en relación a la selección y gestión de estos servicios, y
sumirlos en una ineficaz pasividad, al tiempo que incrementan la cuantía de los impuestos.

Exigencias del bien común

a) Una razonable cuantía de los impuestos

Se trata de un tema muy debatido. Desde el diezmo bíblico se ha pasado hoy a
recaudar elevados porcentajes del producto social en no pocos estados modernos

IESE
Universidad de Navarra

392-086
TDN-94

2

A
bs

tr
ac

t f
or

 p
ro

m
ot

io
na

l u
se

 o
nl

y.
 F

ul
l v

er
si

on
 a

va
ila

bl
e 

at
 w

w
w

.ie
se

pu
bl

is
hi

ng
.c

om



¿Cuál es el límite máximo de la presión fiscal? No es posible cuantificarlo a priori.
La medida de la carga fiscal ha de determinarse en cada caso por las exigencias
del bien común considerando prudentemente las necesidades sociales y las
posibilidades del país.

Las finanzas del Estado han de sopesarse atendiendo también a los efectos de
los impuestos sobre la inversión y el empleo. Sin embargo, no conviene caer en una
fácil justificación de la defraudación aduciendo impuestos excesivos. El Estado, a
veces aumenta la presión fiscal para disminuir la inflación, puesto que lo contrario
podría ser aún peor para el bien común. Pero, por otro lado, los elevados porcentajes
recaudatorios desmotivan conseguir mayores ingresos e incentivan la tentación a
evadir impuestos. Más grave aún sería el hecho que la carga tributaria, en forma de
impuestos directos e indirectos, y las cotizaciones sociales, fueran tan elevados que
apenas permitieran el ahorro o la inversión productiva a contribuyentes no
despilfarradores. Si esto ocurriera de modo estable, la cuantía en los impuestos
seguramente sería excesiva. En todo caso, para poder juzgar adecuadamente acerca
del volumen de los impuestos, es importante escuchar la opinión de los expertos y
sus fundamentaciones económicosociales.

Para determinar cuál ha de ser la justa cuantía de los impuestos ha de
atenderse no sólo a la presión fiscal (o porcentaje del PIB destinado a impuestos),
sino también al esfuerzo real que representa para el país atendiendo a los valores
absolutos de las rentas disponibles.

b) Respecto a derechos humanos

Para que los impuestos sean conformes con el bien común, deben respetar los
derechos y deberes de la persona humana, tanto en la imposición como en la
aplicación de la recaudación, pues no hay que olvidar que sirven al bien común y
éste consiste sobre todo en el respeto de los derechos de la persona humana y a
sus correspondientes deberes morales de desarrollo personal. En este sentido, es
notoria la incidencia que los impuestos pueden tener en relación con el derecho
de propiedad, el derecho a la educación, el derecho al trabajo, el derecho a la
libre iniciativa social e, incluso, el derecho a la libertad religiosa.

La legislación fiscal debe atender también los derechos de la familia. Se
comprende fácilmente la injusticia de una legislación fiscal que no fomentara en
lo económico el vínculo matrimonial o la unión familiar, o no protegiera
suficientemente a las familias numerosas. La Carta de los Derechos de la Familia
(art. 9) señala que toda imposición fiscal discriminatoria para la familia sería
contraria a los derechos naturales de esta institución.

c) Equidad en la distribución de cargas

La carga tributaria ha de respetar la justicia distributiva, esto es, ha de
guardar la debida proporción con la capacidad económica real de cada ciudadano.
Sólo así puede hablarse de equidad en relación con la capacidad de los
contribuyentes. De aquí se desprenden tres principios señalados por algunos
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